
Así por esta nuestra sentencia,-que se publicaré en el •Bole­
tín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legislativa», 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/ 
1962, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V . E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

8234 ORDEN 111/00817/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 11 de no­
viembre de 1982 en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Juan Cervera Deve­
sa, Cabo primero.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Saia Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una corno demandante don Juan Cervera De- 
vesa, quien postula poi si mismo, y de otra como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar, 6e ha dictado sentencia con fecha 11 de noviem­
bre de 1982 cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por el Le­
trado don Jerónimo Esteban González, en nombre de don Juan 
Cervera Devesa, contra acuerdos del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar, sobre haber pasivo de retiro dimanante del De­
creto-ley 6/1978, debemos anular j anulamos los referidos acuer­
dos, como disconformes a derecho y en su lugar declaramos 
el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo señalamien­
to de pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre la 
base correspondiente, con especial condena en costas a la Ad­
ministración.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicaré en el «Bole­
tín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legislativa», 
definitivamente j uz-ando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/ 
1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

8235 ORDEN 111/00818/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 3 de noviem­
bre de 1982 en el recurso contencioso-administrati­
vo interpuesto por don Faustino Galán Fernández, 
Carabinero.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante ia Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes de una como demandante don Faustino Galán Fer­
nández, quien postula por sí mismo, y de otra como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado dei Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 8 de abril y 25 de noviembre de 1981, se 
ha dictado sentencia con fecha 3 de noviembre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 8 de abril y 25 de 
noviembre de 1981, disponiendo que se efectúe nuevo seña­
lamiento de la pensión de retiro del recurrente don Faustino 
Galán Fernández con el porcentaje del 90 por 100, que le será 
abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer especial 
condena en costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bole­
tín Oficial del Estado» e insertaré en la «Colección Legislativa», 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdiccivín Contencioso-Administrativa de 27 

vde diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de lá Orden del Ministerio de Defensa número 54/ 
1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

8236 ORDEN 111/00819/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 17 de noviem­
bre de 1982 en el recurso contencioso-administrá- 
tivo interpuesto por don Pedro García García, Cabo 
de Artillería de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una como demandante don Pedro García Gar­
cía, quien postula por sí mismo, y de otra como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de Justi­
cia Militar de 24 de septiembre de 1981, se ha dictado sentencia 
con fecha 17 de noviembre.de 1982, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que teniendo por Allanada a la Administra­
ción, debemos declarar y declaramos la nulidad de la resolución 
de la Sala de Gobierno dei Consejo Supremo de Justicia Militar 
de 24 de septiembre de 1981, disponiendo que por dicha Sala de 
Gobierno se efectúe nuevo señalamiento de la pensión de retiro 
del recurrente don Pedro García García, con el porcentaje del 
90 por 100, que le será abonado con efectos de 1 de abril de 1978, 
sin hacer especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bole­
tín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legislativa», 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
iríamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/ 
1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada -.o n [ u n c i a.

Lo que comunico a V. E
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

8237 ORDEN 111/00820/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 20 de diciem­
bre de 1982 en el recurso contencioso-administrati­
vo interpuesto por don Pedro Cuenca Muñoz, Sar­
gento de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una como demandante don Pedro Cuenca Mu­
ñoz Sargento de Artillería, quien postula por si mismo, y de 
otra como demandada, ia Administración Pública, representada 
y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar de 31 agosto de 1979, 12 de sep­
tiembre y 5 de noivembre de 1980, se ha dictado sentencia con 
fecha 20 de diciembre de 1982, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que rechazando ia inadmisibilidad, alegada en 
la contestación a la demanda, y estimando el recurso inter­
puesto por don Pedro Cuenca Muñoz contra acuerdos del Conse­
jo Supremo de Justicia Militar de 31 de agosto de 1979 y 12 de 
septiembre y 5 de noviembre de 1980, sobre haber pasivo de re­
tiro dimanante del Real Decreto-ley 8/1978, debemos anular y 
anulamos los referidos acuerdos, como disconformes a derecho, 
y en su lugar declaramos el derecho del recurrente a que se le 
efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro con porcentaje 
del 90 por 100 sobre la base correspondiente, con especial con­
dena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bole­
tín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legislativa», 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27
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de diciembre de 1956 y en usó de las facultades qüe me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/ 
1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde: a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1983 —P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavíla 
Pallarás.

Excmó. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

8238 ORDEN 111/00821/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo dictada con fecha 26 de. noviembre 
de 1982 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don José Acuña Iñiguez, Cabo de 
Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Acuña Iñi­
guez, quien postula por sí mismo, y de otra como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 18 de febrero de 1981 y 17 de junio de 1981, 
se ha dictado sentencia con fecha 26 de noviembre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don José 
Acuña Iñiguez, contra acuerdos del Consejo Supremo de' Justi­
cia Militar, de 18 de febrero y 17 de junio de 1981, sobre haber 
pasivo de retiro dimanante del Decreto-ley 0/1978, debemos anu­
lar y anulamos los referidos acuerdos como disconformes a 
derecho y en su lugar declaramos el derecho del recurrente a 
que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro con 
porcentaje del 90 por 100 sobre la base correspondiente, con 
efecto de 1 de abril de 1978; y con especial condena en costas 
a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V E. muchos años.
Matjrid, 10 de marzo de 1983.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

8239 ORDEN 111/00822/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 21 de diciem­
bre de 1982 en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Ramón Patricio Corrales, 
Sargento de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Ramón Patricio Co­
rrales, quien postula por si mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 18 de diciembre de 1979 y 25 de noviembre 
de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 21 de diciembre de 
1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad alegada por la 
Administración, estimamos en parte el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Ramón Patricio Corrales, contra 
los acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar, de IB de 
diciembre de 1979 y de 25 de noviembre de 1981, los que anu­
lamos por disconformes a derecho en cuanto fijen el porcentaje 
determinante de la pensión de retiro, y en su lugar declaramos 
el derecho del recurrente a que se le fije nueva pensión en el 
90 por 100 del regulador, ratificando las demás declaraciones 
 los acuerdos impugnados y desestimando las demás preten­

siones de la demanda. Sin costas.
Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­

letín Oficial del Estado” e insertaré, en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de

27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1983 —Por delegación, el Secretario . 

general para- Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

8240 ORDEN 111/00823/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 22 de diciem­
bre de 1982 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don José Salcedo Sánchez, 
Sargento de la Guardia Civil,

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de úna, como demandante, don José Salcedo Sán­
chez, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 12 de diciembre de 1979, 10 de abril de 1980 y 
21 de octubre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 22 de 
diciembre de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrati­
vo interpuesto por don José Salcedo Sánchez contra acuerdos 
del Consejo Supremo de Justicia Militar, de 12 de diciembre 
de 1979, 10 de abril de 1980 y 21 de octubre de 1981, sobre haber 
pasivo de retiro dimanante del Real Decreto-ley 6/197B, anulamos 
dichas resoluciones, como disconformes a derecho, y en su lugar 
declaramos el del recurrente a que se le efectúe nuevo señala­
miento de pensión de retiro en el 80 por 100 de la base regu­
ladora; con especial condena en costas a la Administración 
demandada.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1983.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

8241 ORDEN 111/00824/1983, de 10 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 27 de noviem­
bre de 1982 en el recurso contencioso-administrati­
vo interpuesto por don Francisco Sánchez Escalan­
te, Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Francisco Sánchez 
Escalante, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 30 de septiembre de 1981 y 29 de diciembre 
de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 27 de noviembre de 
1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad alegada por la 
Administración, estimamos el recurso contencioso administrativo 
interpuesto por don Francisco Sánchez Escalante contra los 
acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar de 30 de sep­
tiembre y 29 de diciembre de 1981, los que anulamos por discon­
formes a derecho en cuanto fijan el porcentaje determinante de 
la pensión de retiro, y en su lugar declaramos el derecho del 
recurrente a que se le fije nueva pensión en el 90 por 100 del 
regulador, ratificando las demás declaraciones de los acuerdos 
impugnados; y con imposición de las costas causadas a la Ad­
ministración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficia] del Estado” e insertará en la "Colección legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo estarblecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú-


